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~ LA INTERMEDIACION LABORAL 

La llamadajlexibilización 

del derecho del trabajo, tan comentada 

actualmente a raíz de su instalación en el 

Perú, tiene como origen toda una crisis del 

sistema económico que disminuyó dramáti-

camente la oferta de empleo. La necesidad 

de reconversión empresarial para afrontar 

la competencia de empresas más eficientes 

ha desencadenado en estas políticas que 

intentan justificarse también en el beneficio 

de la propia población desempleada a la 

que interesa la expansión del mercado de 

trabajo. 

En el artículo 

que presentamos a continuación, su autor 

analiza el tema de la intermediación labo-

ral a través de los llamados servicios públi-

cos de empleo como medio social de comba-

te del desempleo, es decir, como 

instrumento de un política de empleo. 
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l. INTRODUCCIÓN 

1. Durante las décadas de los años 50 y óO, de desarro­
llo económico sostenido. los servicios¡níhlicos de empleo 
(SPE) apenas si fueron objeto de atención por parte de los 
poderes públicos. de los sindicatos y de las asociaciones 
empresariales. Por decirlo en palabras de Louis Levine en 

una publicación editada por la OCDE en 1969, las condi­
ciones económicas favorables de las que gozaron los paí­

ses occidentales -en ninguno de los cuales hubo tasas de 

paro inquietantes- desincentivaron el debate sobre el pa­
pel de los SPE, prestándose escaso interés a las funciones 

que los mismos podían asumir en su condición de agen­
cias públicas encargadas de corregir los desequilibrios entre 
ofertas y demandas de empleo, así como de formular y 
ejecutar programas de empleo'. Pese a todo ello y, proba­
blemente, en razón de ello, los SPE vinieron funcionando 

sin grandes sobresaltos, concentrando sus esfuerzos en 
controlar las prácticas de contratación abusivas y en ofre­

cer una información lo más transparente posible sobre el 

mercado de trabajo, fundamentalmente orientada a aque­

llos demandantes de empleo con dificultades de acceder a 
un puesto de trabajo estable. 

Cl. Levine, L. "El servic1o público de empleo en el marco de la política económica y 
soc1al"' París (OCDE) 1969, Citado en OCDE. "Los servicios públicos de empleo·· 
Madrid (Ed. MTSS) 1985. pág 77 
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La aparición de la crisis ceo­
nómica, primero. y su imtalación, 
m8s tarde , son los acontecimien­
tos que marcan un giro en el trata­

miento de los SPE a resultas de su 

"reva lori zac ión" por parle de los 
poderes ptíblicos y los agentes sociales, empeiiados desde 
entonces en abrir y mante ner vivo un debate sobre su real 

y efectiva contribución a fomenta¡· empleo. Po1· este lado. 

sus funciones y su organit.ación interna , sus procedimien­
tos de actuación y los crite1·ios de evaluación de su efica­
Cia y eficiencia han ido experimentando sucesiV<lS modifi­
caciones al objeto de procurar su mejor adaptación a una 

nueva situación, caracterizada por unas altas tasas de paro. 
Sin entrar por el momento a comentar ni los términos 

por los que ha discurrido y sigue discurriendo este debate 
ni sus consecuencias sobre el concreto funcionamiento de 

los SPE, la idea que siempre ha guiado la reflexión teórica 
y la ordenación pnktica de los servicios públicos puede 
si ntetizarse del modo siguiente: los SPE constituyen ins­
trumentos - y no secundarios o de segunda mano- de las 
políticas de e mpl eo. 
La crisis económica 
ha supuesto para los 

SPE una crisis de 
identidad. que aún 

permanece irresuelta 
en numerosos países, 
incluida España; pero 

esta indiscutida pre­

misa , ha l'onal ecido la 
importancia de los 
SPE dentro del capí­

tulo de medidas de la 

política act iva de 
mano de obra. Sin 

caer en las soluciones simplistas que pretenden asignar a 
los SPE una !'unción de recambio frente a las políticas 
macroeconómicas. destinadas a est imular la demanda ngre­

gada y a inc re me ntar. por lo mi smo. los ni ve les de e m­
pleo. la relevancia de los SPE se ha visto acreci da en ra­

zún no s<Jio de las dificultades de maniobrar en e l frente 
de la política de empleo primaria sino, ademús. en aten­

c itín a los profundos desequilibrios estructurales quepa­
dece e l mercado de trnbajo y que impiden una aceptable 
;¡signación de los recursos humanos a los requerimi entos 
productivos. crecientcmcnte su¡e tos a f0rreas y no siem­

pn: predecibles leyes de cambio y evolución. Por todo ello, 

no parece discutible que la acti vidad de colocación y sus 
<tctu<Kioncs conex as . ori entadas a facilitar Ll integraciún 
laboral del trabajador. a apoya r su mo vi lidad funcional y 

geogrúrica, <l explorar las necesidades del mercado de ITa­
bajo y a informar sobre los empleos disponibles , confor­

man un insustituible auxilio con vistas a l logro del primer 
y búsico ele disminuir los niveles de paro. A un mvel más 

profundo de ideas, los SPE constituyen en la actualidad 

una herramienta imprescindible en la ordenación del mer­
cado de trabajo y en la atribución a éste de unos principios 

de racionalidad, transparencia y llexibilidad. Como hicie­
ra not a r la OCDE en un es tudio publicado en 19R4, el 
SPE aparece como " instrumento central en la formulación 
y ejecución de programas de mano de nbra". destinado a 
procurar la movilización de ésta. así como a corregir los 
desajustes entre oferta y demanda2 . 

2. Las anteriores consideraciones no pasan de ser una 
generalización; esto es, no dan cuenta de las transforma-

cioncs que. a lo largo de los aiíos l:\0, han estado ex pe l·i ­

mentado los SPE en los dikrL'nles países occidentales. En 
todos ellos, o tal vez en la mayoría, los SPE han dcscmpe­
iiado un papel central e n las políticas de mano de obra 

ensayadas. con mayor o menor éxito. JXlra combatir el paro. 
Pero por encima de este objetivo ge neraL también son 

ap1·eciables sin dificultad. importantes dife rencias funcio­

nales y organ iza! i vas. n1yo ;m;í l isis permite descubrir cuá­
les han sido - y siguen siendo- los vcrdadems tém1inos 

ckl deb <lle sobre el pape l de los SPE y sus consecuencias 
en J;¡ puesta en práctic:1 de concretas líne; ts de rc!"orma. 

El propósito de la.s rell cxio ncs que a continu<lción si ­
guen se centra, prec is;unente. en present ;lr en sus tr:11.os 
m~s gruesos lo más destacado de ese debate y de sus resul ­
tados. A estos e fectos , se examinará primeramente e l tema 

apenas enunciado desde una perspectiva co mp;u·ada para, 
inmediatamente después, proceder a un an;ílisis desde la 

perspectiva española. 

11. CRISIS Y REFORMA 

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE EMPLEO 

l. Los servicio.\' 
públicos 
de empleo en un 
modelo de 
intervención 
pública del 
mercado de 
trabajo 

3. Con todas las 
mal i t.aci oncs que se 
quiera efcL· tu ar, no me 
parece atrevido afir­
mar que el modelo de 

SPE que se ha ido 

consolidando durante l;ts décadas de los años 60 y 70 en 
los países occidentales de ccOilOillÍa m<Ís ;tvanzada rcfle_¡:1 
el triunfo o, si se prefi ere. la definitiva consagr<1citín de l:1 
intervención pública en el mercado de trabajo. o mejpr 
mín, inte rvenci(lll colectiva ya que comprende t:mto ¡¡ J 

Estado co mo a los interlocutores soL· ial es. Desde lucgn. 
es ta concc pcit)n intervencionista admitiría g rado s o varia­
ciones , pero en la inme nsa mayoría de los países en los 

que conviene reparar, los SPE se fueron erigiendo durante 
esas décadas , no s in problemas. en instrumentos de aclU<l­
ciú n de los poderes públicos sobre .:1 mcrc:tdn de trabajo. 

sirviendo para poner en práctic<l variados pl:mes tcllllicn­
tes a fac ilitar e l ajuste entre olát;ts y dem:mLi<l s de em ­
pleo. La gestiún del em pleo se con v1erte en un <tsunto de 
' 'previsión , de prevcncitín de reducciún de las di s lünc io­

nes vinculadas a los mecanismos cspont;íneos de l merca­
do de trabajo '', que demanda medidas para completar o 
corregir los modos "privados" de administraci(\11 de la 

mano de obra 1 
. 

En lo runcional, este mode lo compontÍ la atrihucitín a 
los SPE, al margen de su trad icional cometido de medi a­

ción informativa en e l mercado de trabajo con vistas a fa­

cilitar la conclusión de contratos de tr;1bajo. de nuevas !"un­
ciones, vinculadas al desarrollo de políl icas act ivas de mano 
de obra. tales como la orientación y reconversi ón profe­
sionales , la prospecc ió n de empleos. la prep;tración. la eJe-

Cf. OCDE. 'Los servicios públrcos de empleo ·. cil. pág 11 . 
Cf. Merle, V., "Las inst¡tuciones públicas de intervención en el mercado de lrabajo 
en Francia". en Maruani. M. Reynard. E .. "Debates sobre el empleo. Francia y 
Alemania··. Madrid (ED. MTSS) 1991 . pág. 203 
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cucit'm y é\ aluacitín de pro_l!ramas especiales de empleo, 
el asesoramiento a las empresas en la planificaciún de re­
cursos humanos y, en fin, la gestión de la movilidad 

cxtracmprcsarial. En el plano organizativo, de su lado, el 
modelo que estamos comentando ha tendido a dotar a los 

servicios de empleo de un estatuto jurídico de organismo 

público aullínomo en el que participan, en situación de 
paridad con el Estado, las organizaciones sindicales y las 

asociaciones empresariales representativas. Todos ellos 
actúan al estilo de socios de una empresa común. La atri­
huci(Jn de una amplia autonomía a los SPE, gestionados 
en régimen tripartito, se acompaña con una descentraliza­
L·itín territorial y un tratamiento diversificado de los em­
pleos en atención a circunstancias personales y territoria­

les pues, a la postre, se tiene una clara conciencia de que 
el mercado nacional de trabaJo no es sino la suma o agre­
gación de múltiples submcrcados, cada uno de los cuales 

cuenta con perfiles diferenciados y demanda, por lo mis­

mo, actuaciones singularizadas. 
La progresiva transformación de los servicios de em­

pleo en a_l!cncias de empleo da cuenta de estos cambios en 
un orden general, al tiempo que la creaci(m del lnslilu/o 
FedtTal de /~'m¡ill'o en Alemania, de la Agencia Nacional 
¡wru el f:'m¡J/!'o en Francia, de la Oficina Nacional de 
Em¡¡fco en Bélgica, de la Manpmvcr Scn•iccs Commissiun 
inglesa o de los Servicios de !~m pico en Holanda y Portu­
gal traducen esas transformaciones funcionales y 

organizativas en un plano más concreto". 

Pues bien, el dato más relevante en el campo de las 

políticas de empleo aparecido durante la década de los años 
XO comistirá en la aparición de un nuevo modelo de intcr­
\·ención pública en el mercado de trabajo distinto al des­
crito y que sed calificado como la alternativa ""ncolibe­
ral "'. Las experiencias de los EE.UU. y de Inglaterra 
ilustran esta alternativa. 

2. Crisis económica y servicios 
públicos de empleo: la alternativa neo/ibera[ 
4. A lo largo de los años 70, los EE.UU. conocieron 

una fase de expami<Ín de la actividad pública en el merca­

do de trabajo, CoiliJil·elten.lil'l' l:'mplo\'lllenl and Training 
,\o de 1 'JT'>. Al amparo de esta ley y durante esa época, se 
desarrollaron los servicios de colocación, orientación y 
lorm;tci(m profesional con participación sindicaL se esta­
blecieron programas de asistencia a los trabajadores con 
especiales dificultades de encontrar empleo y se inccnti­
\aron las f(mnulas de joh crea/ion a fin de aliviar el em­
pleo juvenil, entre otras medidas. La llegada de Reagan a 
la pre.sidcncia introducir<Í un giro muy importante en las 
políticas instrumentales de mano de obra, que quedarán 

1 imitadas básicamente a favorecer la adecuación de la oferta 

de empleo a la demanda de trabajo a través de intervencio­
nes en materia de formación profesional. Como declararía 
el informe del gobierno federal sobre el presupuesto para 
el año 1 'J83, puesto que los empresarios "son más eficien­
tes que la administración en la gestión ele la formación 
prolesional en atención a las exigencias reales del desa­
rrollo económico" se ha optado por situar de manera re­
suelta la intervención pública al servicio de la iniciativa 

privada y, en gran medida, b<~o la dirección de pcrsonali-

Vid . para un mayor detalle. AAVV , "lslltuzioni e politiche dellavoro nella Comunitá 
Europea". Milán (Ed Franco Angeli) t98t 
Cf. lchin1. P- Vtoli, M., "L'altemattva neolibenstica al modello soclaldemocratlco", 
en TAgenzta Reg1onale per l"'mp.tego", a cura de F. Carinct, Nápoles (Joven e Ed.) 
t991.pág.tt6 
Crtado por lch.tno- Vtoll, 'l'altemantNa neoltberisflca ... " dt.. pág. 117. de qu·tenes he 
obtenido la información básica sobre la evolución de la legislación norteamericana 
Para un examen más amplio y detallado de los SPE en EE.UU .. vid. tambtén Janoski. 
T. "La economía política del desempleo", Madrid (Ed. MTSS) 1993. pág t4t y ss. 
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dades del mundo empresarial privado en un marco de des 
centralización de la toma de decisiones". 

Como consecuencia de esta nueva orientación, se su 

primirán los Ceta P!annin¡; Council, órganos con repre 
scntación de la administración y de los sindicatos, esta 

bleciendo la Job Training and Partncrship A el de 1 'J8: 

los Priva/e Planning Counci!, instituciones locales com 

puestas mayoritariamente por representantes de las cm 
presas industriales7

, coordinados a nivel estatal por el S!all 
Joh Training Coordination Council. Promovidos por !m 
Privatc y financiados con recursos públicos, se crean igual­
mente oficinas de colocación, gestionadas con criterim 
propios de la iniciativa privada y a las que se asigna el 
cometido de entrar en concurrencia con los Hmploymem 
Ojjice de carácter público'. 

Los recursos económicos públicos quedarán concen­
trados, en suma, en la formación profesional, pero en­

tendida no como instrumento de promoción del empleo 

de los sectores menos favorecidos de la población en paro 
sino como medio dirigido a la ocupación de los puestos 
de trabajo requeridos por el mercado y en cada momento 
disponibles. De ahí, la supresión tanto de las ayudas a 
quienes participan en cursos de acceso a una formación 
profesional (c/assroom lraining) como de las subvencio­

nes a la formación en alternancia ( work-e.\peril'nce), 
inccntivándose en cambio las iniciativas de formación 

ocupacional gestionadas directamente por el empresario 

(on thc job traininr;)''. 
La Worker Readjustme111 A el de 1 987, no obstante, ha 

vuelto a atribuir a las organizaciones sindicales participa­
ción en los organismos encargados de ejecutar las políti­
cas públicas de empleo. Esta misma ley, de otro lado, ha 
establecido en las empresas con censo superior a cien tra­
bajadores el deber de comunicar a la administración com­
petente con una antelación de sesenta días la decisión de 
proceder a un despido colectivo con vistas a facilitar la 
adopción de ciertas medidas, la principal de las cuales, 

importada por cierto de la legislación sueca, consiste en 

poner a disposición de los trabajadores afectados por la 

extinción de los contratos de trabajo un equipo de exper­

tos cuyo cometido es elaborar un programa integrado de 
asistencia con fines de rccolocación y que comprende in­
formación y orientación profesionales, cursos de 
recalificación ocupacional e incentivos económicos y so­
ciales para la movilidad geográfica, entre otros aspectos. 

5. A partir de la idea de que uno de los principales 
factores del desempleo era imputable a las rigideces en la 
gestión de la mano de obra impuestas por los smdicatos, 

durante los sucesivos gobiernos presididos por la señora 

Thatchcr en el curso de años 80 se ha ido promulgando en 

el Reino Unido una serie de normas cuyo abierto designio 
no ha sido otro que el liberar la contratación de buena 
parte de las tradicionales reglas de administración nego­
ciada del mercado de trabajo. Simultáneamente, se fueron 
desmantelando las grandes instituciones de gestión paritaria 
del mercado de trabajo establecidas, no sin fatigas, a lo 

largo de las décadas anteriores 10 . En tal sentido, en el año 
1981 se disuelven los Industrial Training Board~, creados 
en 1 964 como organismos sectoriales paritarios encarga-

Sobre la composición de estos Consejos, vid. Levitan. S· Gallo, F .. "A second 
Chance: Training for Jobs", M1ch1gan (Ed. Upjohn) 1988. pág. 39 
Vid. Janoski, "La economía política ... " cit, pág 155 y ss. 
Vid. lchino- Violi "L'altemativa neoliberistica ... '' cit pág. 117 y ss; Janoski, "La eco­
nomía política ... " c1t. pág. 195 y ss. y Levitan- Gallo "A second Chance .. "cit., pág 
43 y SS. 

10 Sobre la creación y evolución de las instituciones paritarias del mercado de traba­
jo, v1d. WeddertJUrn, W .. "The Worl<er and the Law" 3a. ed., Londres (Ed. Penguin 
Books) t986. pág. 506 y ss. 
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dos de organizar la formación pro­
fesional y financiados en una cuo­
ta empresarial sobre masa salarial. 
Igualmente y en 1987, se sustrae a 

al Manpower Services 
Commission la función de actuar 

como agencia pública de colocación confiándose esta ac­
tividad a estructuras administrativas alejadas del área de 
la participación institucional de los sindicatos. En 1988, 
la Employment Act convierte la Manpower en Training 
Commission, con competencias circunscritas a la forma­
ción profesional ocupacional. En 1989, en fin, se crean 
los Training and Enterprise Council, a los que se asigna 
la gestión de la formación profesional y que no adopten 
una estructura paritaria pues la mayoría de sus puestos 
quedan reservados a representantes de las empresas 11 • 

3. Crisis económica y servicios 
públicos de empleo: algunas Líneas de 
reforma en el modelo social-demócrata 
6. La puesta en práctica y ulterior consolidación de 

políticas de claro signo neoliberal, unidas al espectacular 
incremento de las ta-
sas de paro, ha colo-
cado en un duro ban­
co de pruebas los 
principios rectores y 
las reglas de funcio­
namiento de los siste­
mas de intervención 
pública del mercado 
de trabajo existentes 
en la mayoría de los 
países eurocontinen­
tales e inspirados, 
más o menos explíci­
tamente, en la idea de 
que corresponde a los 
poderes públicos la 
adopción de medidas 
de corrección o complemento a la pura gestión "privada" 
y espontánea del mercado de trabaJo. El modelo 
social-demócrata de gestión de empleo se ha visto así "bru­
talmente" enfrentado al problema del paro 12 , experimen­
tando un proceso de adaptación que no ha llevado apare­
jado consigo, incluso en los países en los que han 
gobernado partidos de derechas, una profunda o brusca 
ruptura de aquellos principios y reglas. Manifestaciones 
de esta acomodación o ajuste son, entre otras, las tenden­
cias a: primar los programas de formación profesional or­
ganizados por las propias empresas y, por lo mismo, a 
desestirnular tanto los de carácter vocacional como los ocu­
pacionales, dirigidos a colectivos débiles; a recortar los 
costes de las prestaciones por desempleo; a afrontar el pro­
blema de los desempleados de larga duración con medidas 
personalizadas, en lugar de hacerlo con programas 
indiferenciados o, en fin, a sustraer de los SPE la gestión 
de las prestaciones y subsidios de desempleo. Como re­
cientemente hizo notar el "Libro verde sobre la política 
social europea" (comunicación Flynn), "la mejora del fun­
cionamiento de los servicios de empleo, incluida la posi­
ble modificación de su estatuto, con objeto de que presten 

11 Vid. !chino- Violi. "L'aHernativa neoliberistica ... " cit. pág. 119 y ss. 
12 La expresión entrecomillada en Merle, "Las instituciones públicas de intervención ... '· 

cit. pág. 205. 
13 Cf. "Libro verde sobre la política social europea. Opciones para la Unión. Comuni­

cación del Sr. Flynn", Bruselas 1993, pág. 50 

el mejor servicio posible a los desempleados y a los traba­
jadores amenazados de despido" es una de las cuestiones 
estratégicas de la política activa de mano de obra 11 . 

Invariable permanecen, no obstante, los dos grandes 
ejes de la intervención pública en el mercado de trabajo a 
través de los SPE: de un lado, la consideración de éstos 
como pieza clave en el capítulo de las medidas de política 
activa de mano de obra; de otro, la indeclinahle participa­
ción paritaria de los agentes sociales en la gestión o super­
visión de dichos servicios. Es en este contexto en el que. 
en el ámbito de los países eurocontinentales, se sitúa el 
debate de los SPE y sus líneas de reforma , debate y refor­
ma que no han seguido una sola dirección y que. por lo 
mismo, no se encuentran al abrigo de tendencias, propues­
tas o resultados contradictorios. Aludiré seguidamente a 
algunas de estas líneas de reforma. 

7. En el debate sobre la reforma de los aspectos 
organizativos de los SPE. las técnicas de colocación han 
venido centrando la atención de poderes púhlicos y agen­
tes sociales. Tradicionalmente, la principal -y, en muchas 
ocasiones, única- técnica utilizada por los SPE con vistas 

a promover encuen­
tros contractuales ha 
consistido en la con-
frontación por parte 
de los funcionarios 
adscritos al servicio 
de los perfiles de los 
puestos de trabajo 
disponibles con la 
formación y califica­
ciones de los deman­
dante de empleo ins­
critos en los 
respectivos registros 
y listas de colocación. 

En principio, la 
operación de casar 
ofertas y demandas 

de empleo puede efectuarse atendiendo a un doble crite­
rio: procurando encontrar la persona más apta para cada 
empleo disponihlc o intentando hallar el empleo más con­
veniente para cada demandante. En la situación de pleno 
empleo de los años anteriores a la crisis económica del 73, 
la tendencia fue la de cubrir las solicitudes de trabajo más 
que la de colocar a los demandantes. Pero esta técnica se 
ha demostrado insatisfactoria. Las elevadas tasas de des­
empleo, el rápido progreso tecnológico y la ausencia en 
los SPE de personal suficientemente cualificado en la va­
loración de los requerimientos productivos son las causas. 
entre otras de menor entidad, que han obligado a una revi­
sión en profundidad de los procedimientos de colocación, 
que tienden a hacerse más t1exibles y participativos y que 
introducen, ellos mismos, innovaciones tecnológicas. 

En esta dirección se mueven las fórmulas de 
"autocolocación". Iniciadas en Suecia'·' y rúpidamcnte ex­
tendidas en buena parte de los países desarrollados, la 
autocolocación no significa otra cosa que la facultad de 
los demandante de empleo de acceder de modo directo a 
las ofertas de trabajo recibidas por los SPE y, por lo tanto, 
el reconocimiento de su capacidad de enjuiciar si sus cali-

14 Sobre la técnica de la autocolocación en general, iniciada realmente en EE.UU. a 
través de las fórmulas de los Jobs Search Training Workshop y de los Jobclubs. 
vid., en general, OCOE, "Los servicios públicos ... " cit. pág. 24 y ss y. del mismo 
organismo y más recientemente, "Políticas de mercado de trabajo en los noventa'' 
Madrid (Ed. MTSS) 1991 , pág 64 y ss. 
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ficacioncs profesionales se adecuan o no a los e m­
pleos ofertados y la posibilidad de presentarse ante e l 
empresario requeriente. Por es te lado y al no precisar 
la actividad de colocac ión e l apoyo de los SPE, la prin­

cipal ventaj a que reporta e l sistema es la libe rac ión de 
buena parte de los recursos humanos de los referidos 
serv icios'' , que pueden así ded icarse a tareas más vin­

cu ladas con las po líti cas ac ti vas de mano de obra, ta­

les como las de procurar emp leo a colectivos con es­
pecia les dificultades de inserción o re inserción en el 

mercado de u·abajo. e fectu ar labores de prospección 
de e mpleo o asesorar a las empresas , básicamente a 
las de di men siones pequeñas o medi anas , sobre e l 
modo de planificar sus necesidades de mano de obra. 

La imp lantación de las fó rmulas de autoco locación 
no ha su pri mido las de col ocaci1í n as istida. Estas últi­
mas, si n emba rgo, han tendido a hacerse más perso nali­

!.adas. lo que ha com portado una mayor dedicación por 

parte de los SPE a funciones de orientac ión profesional 
con obj e tivos tanto a corto pl azo - ayudar al demandante 

de emp leo a mejorar su técn ica de búsq ueda de empleo y 

sus ca li ficac iones profesionales- como a medio o largo 
pLu.o. mediante la p lanificaci lÍn de las profes iones co n 
mayor de man da de futuro. 

La conve rsi ón de los SPE en agenc ias de e mpl eo, por 
otra parte, sue le coronarse con la creación de "observato­
rios de emp leo" cuya fin alidad es seguir la evo lución del 

mercado de trabajo no só lo y no tanto en un sentido está­
tico cu ~l nt o en otro dimímico , de tectando los sectores 

deficitarios de mano de obra , así co mo las necesidades de 

formación y efec tuan do prospecciones de empleo 1
" . 

Girando las rclkxioncs hac ia otro orde n de considera­
ciones. la aplicacilÍn de la info nnática a las necesidades de 
los SPE ha rc.prcscntado, de seguro. la más importante "re­
volución"' hab ida e n su organizac ión y funcionamiento. 
Aun cuando la informática ap li cada a la actividad de colo­
cación resulta todavía una técni ca en estado "embriona­
ri o·· para la mayoría de los países, pues son pocos los que 
cuentan con un siste ma nacional de colocación informati ­

l.ado par el co njunto de las ofertas y demandas de e mpleo 
rcgistradas 17

• sus henericios para la o rgan ización de los 

SPE son evidentes: agili1.a los encuentros contr<Jct ua lcs. 

simplifi ca el trabajo burocráti co, libera recursos humanos 
de tareas administrativas, mejora la informaci ón sobre las 
oportunidades de empleo y, en fin , rompe las fron teras lo­
cales o 1·cgional es del mercado de tr<Jbajo, e ntre otros. 

En e l actu al debate s11bre los SPE, un lugar destacado 

lo ocupa e l examen de la eficacia de los propios servicios. 
La evaluación de los SPE ha venido cfcctu <1 ndosc tradi ­
cionalm ente a través del índice o tasa de penetración. que 
indica el nú mero de colocaciones realizad as por las ofici ­
nas de e mpl eo en relación con e l número tota l de contrata­

ciones. Esta valo ración de índole puramente cuant itati va 

ofrece so la mente, sin embargo, un juicio en bruto y poco 
matizado de la contri bución de los SPE a la promoción y 
desarrol lo de una política activa de empleo, máxime s i se 
tiene en cuenta que es ésta una materia bastante refractaria 
a meras operaciones aritméticas. En otras pal abras, cada 
colocación ti e ne un va lo r en sí misma conside rada, sólo 
apreciable en toda su rica y complej a dimensión a través 

de e lementos de índo le cualit ativa tal es como la estabili-

15 Sobre la lradicional escasez de recursos humanos en los SPE. vid. OCDE. 'Polili· 
cas de mercado ...... cil. pág. 58 y ss 

16 Sobre la función de observación en el mercado de lrabajo y el papel de los "obser· 
vatorios'·. vid. Varesi. P. A. , "Regioni e me reato dellavoro" Milán (Ed. Franco Engeli) 
1986. pág.149y ss. 

La inlermediación laboral 

dad o inestabilid ad del puesto de trabajo logrado, las difi­
cultades de encontrar e l demandante de e mpleo más apro­
pi ado a los pcrf"iles profesionales de cada trabaJo o fertado 

o, en tin, la durac ión de la búsqueda de la colocación ade­

cuada. Aún reconociendo los problemas que plantea la 
pues ta a punto de un sistema de evaluación cual itativa de 
los resultados de los SPE, son estimabl es los es fu erzos 

que en los últimos años se vienen reali 1.ando en algunos 
países en este terreno y que han permitido un más ati nado 
_¡ui c io sobre la eficac ia y la efici enci a de l servicio. 1

' 

En el cat<11 ogo de las re fo rm as int roducidas en los SPE, 
no puede dcj<Jr de a ludirse, para concluir, a la posic ión 
jurídica que los propios servicios han pasado a ocu p<Jr en 

re lación con su función de mediador in stitucion al en el 

mercado de trabajo. 
Esta posición, en efecto , puede ser de monopol io o de 

concurrencia con otros servicios, organi z<Jdos bien por la 

ini cia tiva privada, con carácter lucrativo o a títul o gratui ­
to, bien por instituciones social es. La mayoría de los paí­
ses euro peos ya habían ratifi cado el conveni o 90 de la O IT 
en e l momento de la aparición de la primera onda de la 
crisis económica, encontrándose ya prohibidas , por tanto , 

las ofici nas privadas de colocación con fines lucrati vos. 
La interdi cción de las agencias privadas ele colocación no 

ha so lido ir acompañada, s in embargo, con la atribución a 
los SPE de un monopolio en la fun ción de mediación en el 
mercado de trabajo , aceptándose el funcionamiento de o fi ­

c inas de empleo sin fines lucrativos dependiente de las 
universidades, de instituc iones benéficas, de organizacio­
nes sindica les o de otras entidades públicas distintas del 
Estado o del poder centra l. Lo anterior señalado, lo que 

interesa aho ra destacar es que en e l curso de los últimos 
años algunos países han puesto fi n al régimen de exclusi­
vidad de col ocación reconoci do en favor de los SPE, sin 

que esta decisió n haya llevado aparejada la privat izac ión 
de las tareas de intermediación en e l cont rato de trabajo. 
El ejemplo más signifi cativo lo ofrece, a este respecto, 
Franc ia. La ordenanza 86/12 86 de 20 de noviembre vino a 

modificar e l artículo L-31 1.1 del code du travail, auto ri ­

zando a los entes locales así como a organismos gesti ona­
dos pari tariamente entre sindicatos y asociaciones empre­
sariales a desa rroll ar fun c iones de colocación, bajo la 
superior vigilancia ele la Agencia Nacional de Empleu 1

". 

Por lo demás y aun cuando no a fect a directamente a 
la posic ión jurídica de los SPE, tampoco pueden dejar de 

mencionarse las reformas o rientadas a suprimir o reducir 
<J! gunos requi sitos de la actividad de co loc ación por las 

17 Entre los paises cuyos SPE cuentan con sistemas informáticos avanzados, es obli· 
gada la cna de Japón . EE.UU. y Suecia. Vid. OCDE, "Perspec1ivas del empleo 
1992'". Madrid (Ed. MTSS) 1992. pág. 271 y ss. 

18 Vid. OCDE. "Los servicios públicos .. ." en., pág. 116 y ss. 
19 Vid., por lodos, Merle, 'Las instiluciones públicas ... '", cil. pág. 207 y ss . 
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oficinas públicas. En tal sentido, 
la ley francesa citada derogó la 
autorización previa, que habían 
de otorgar las oficinas públicas de 
empleo, para la contratación di-
recta de los trabajadores por par­

te de las empresas. Y en Italia , la compleja reforma sobre 
orga nización de la ac tividad de colocación emprendida 
por la ley de 28 de feb rero de 1987 ha puesto fin al siste­
ma de oferta numérica"' . 

111. EL SERVICIO PUBLICO DE EMPLEO EN ESPAÑA 

4. lntroduccián 
8. La mediación del Estado en las contrataciones la­

borales en serie se ha ido ordenando en la práctica totali­
dad de los ordenamientos con arreglo a unos rasgos co­
munes muy genéricos, fen ómeno éste debido en gran parte 
a la notable influencia ejercida por la norm ativa de la 
OIT, sc i'í a ladamente por el conven io 88, cuyo artícul o 1" 
obliga a los miembros de la citada organización que lo 
hubieren ratificado "a mant ener o a gara nti zar el mante­
nimi ento de un serv icio público y gratuito de empleo··. 
La act ividad de colocac ión en los términos descritos por 
este convenio. reafirmados 
por otro posterior" , ha es-
tado presente, al menos en 
su formulación estr icta­
mente nominal, a lo largo 
de la historia legislativa 
española mús reciente. Si­
guiendo las orientacio nes 
establecidas en las ya leja­
nas leyes de colocación de 
1<)31" y de 1943, la lev 
húsica de e111p leo de 1 <J80 
(.LHE) establecerá en el ar-
tículo 40.1 que el Instituto Nacional de Empleo (INEM) 
"organizará la colocación de los trabajadores como un 
servicio nacional, público y gratuito''. 

Los principios de estabilidad, gratuidad y carácter pú­
blico con que la LBE caracterizó la actividad de media­
ción en la contratación laboral no agowron. sin embar­
go, el elenco de las notas con las que legalmente quedó 
definido el modelo españo l de colocación. A aquellos 
principios vinieron a adicionarsc otros nuevos y distin­
tos , cuya virtualidad conformadora sobre ese modelo re­
sultaría mús significativa, al menos en su enunciado pu­
ramente formal. Tanto el estatuto de lo~· trahajadore.1· 
(ET), en su versión de 1980, como la LBE consagraron 
(más bien , reafirm aron, aun cuando con poca convicción) 
el monopolio públi co de la colocación en el doble aspec­
to funcional y orgánico. 

El real decreto-ley 18/19<J3, de 3 de diciembre, de 
med idas urgentes de fomento a la ocupación (RDL) , pri­
mero, y la ley 10/1994, de 19 de mayo, sobre medidas 
urgentes de fomento a la ocupación (LFO), derogatoria 
de la anterior, más tarde, han venido a modificar profun­
damen te los principios informadores de la mediación pú­
blica en la contratación laboral, in stituyendo un nuevo 

20 Sobre la reforma de fa colocación en Italia, vid ., entre la amplia bibliografía. AA. 
VV .. "Mercato del lavoro e politiche delf'impiego". Roma tEd. Scientniche ltafiane) 
t 988 y 'L'agenzia Regionale per f'impiego" cit 

21 Convenio 150 (1978). Ambos convenios han sido ratificados por España mediante 
Instrumentos de fecha t4 de enero 1960 (BOE 1 H ·1961) y 13 de lebrero de 1982 
IBOE 10·12· 1983), respectivamente. 

22 El propósito de la fe y de colocación obrera de 1931 no fue, sin embargo. el interve­
nir en el empleo sino. más modestamente, procurar una mejor información sobre el 

modelo que, en esquemática síntesis, pone punto final al 
mon opol io público de la colocación en sus dos vert ien ­
tes. El propósito de las observaciones que a cotHinu a­
ción siguen se centra, precisamente, en examinar los as­
pectos más sobresalientes de esta reforma tan sólo 
perfil ada por aq uell as normas as í como por las restantes 
leyes constitutivas de lo que se ha venido en denominar 
"la reforma del marco institucional del mercado de tra­
hajo "21 en sus trazos mús gruesos. 

S. Mediacián pública y contratación laboral 
5.1 El carácter obligatorio de la 
contratación a través del servicio público 
de empleo: formulación normativa y crisis 
<J. Los artículos. 16.1 ET y 42. 1 LBE. amhos en sus 

versiones de 1 <J80, dispusieron que los empresarios "es­
tán obligados a solicitar de las oficinas de empleo los tra­
bajadores que necesiten". De su lado, el artículo 42.2 LB E 
estipuló que "los trahajadorcs estarán ohligados a inscri­
hirse en las o fi cinas de empleo cuando hayan de solic itar 
ocupación' '. Este conjunto de preceptos cnunci aha el ca­
rúcter obligatorio para empresarios y trahajadorcs de re­
currir a los serv icios púhlicos de empleo (SPE) con la fi ­
nalidad de ot'crtar los puestos de 11·ahajo clisponihles y 

ohtcner trahajo, rcspecti va­
mente. Las obligaciones de­
fin idas en los pas<.IJCS lega-
lc .s transcritos no hacían otra 
cosa que garanti t.a r técnica­
mente el monopolio funcio · 
nal de colocación reservado 
al Estado y que és te ejercí­
taha a través del INEM, al 
que -en razón de ello- se 
hahía conferido la facullad. 
entre otras que no hace al 
caso reseñar. d.: ·•ayudar a 
los trahapdores a encontrar 

un empleo y a las empresas a contratar a los trahajadorcs 
apropiados a sus necesidades" !~. 

El carácter ohligatorio y no meramente facultativo de 
la mediación pública en la contmtación lahoral vino expe­
rimentando, no ohstante el lo. una notahle relajación en el 
terreno de su formulación normat iva. La innovación más 
importan te operada por el ET sobre la actividad de col o­
cación, y que poco después ratificaría la LBE, cons isti ó en 
llexibilizar la utilización de los SPE. Con anterioridad a la 
entrada en vigor de estos textos legislativos, los empresa­
rios solamente podían acudir a los cauces exlrainslitucio­
nales de contratación (básicamente, la contratación direc­
ta) en aquellos casos en los que no huhiere trahajadores 
inscritos en las oficinas de empleo. El anículo 16.1 ET 
procedió a ampliar el catálogo de supuestos que facultahan 
a los o ferentes de empleo a recurrir a dichos cauces. de 
modo que -a la postre- les bastaba man ifestar que ningu­
no de los trabajadores inscritos poseía las calificaciones 
profesionales exigidas para cuhrir los puestos de trabaJO 
ofertados para lograr el lícito acceso a las vías "no oficia­
les" de colocación. Si a lo anteri or se agrega que el real 
decreto-ley 1/1986, de 14 de marzo, dilató aún más los 

mercado de trabajo. Cf. Martin Valverde. A. "La fonnac iórl del derecho del trabajo 
en Espana~. en AA. VV ~La legislación social en la historia de Españar (Congreso 
de los diputados) 1987 , pág. XCII. 

23 Vid. Matía Prim. J. ·sentido y alcance de la reforma de la legislación laboral" en ·la 
reforma del mercado de trabajo" . dtngido por F. Valdés, Valladolid (Lex·Nova) 1994. 
pág. '15 y SS. 

24 Cf. párr. 2o., ar1 ículo 5 ROL 36/1978. de 16 de noviembre, sobre gestión institucio­
nal de la seguridad social, salud y empleo 
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supuestos de uso legal de la contratación directa , ex ten­
diéndolo a los casos en lo s que las t:mpresas llevasen a 

cabo convocatorias públicas para celebrar pruebas objeti­
vas de acceso (artículo 7), así como que la modalidad do­
minante de ol"crta de empleo vino siendo la nominativa, 
no parece atrev ido afirmar que el principio de obligatorie­

dad de la contrataci{lll laboral a través de los SPE quedó 
pri vado de todo contenido sustantivo real. E ntre el carác­

ter facultativo de la mediación pública enunciado por la 
ley de 1031 y el obligatorio proclamado por el ET y la 

LBE no había . en rigor. diferencias sustanciales sino me­
ramente formales. E n uno u otro caso. los empresarios dis­
pusieron de la Lic tiltad de contratar la mano de obra nece­

saria para atender a sus necesidades productivas en los 
circuitos cxtrain stitucion<lies de colocación , revisti éndose 
la contrataci ó n as í cel ebrada co n la apariencia de una in­
tervención pública . 

No es cuestión ahora de entrar a rellexionar sobre e l 
papel que el INEM ha venido cumpli endo en el desarro llo 
de las polítil'as activas de empleo Baste con indi ca r que 
los 1·cprochcs a su gcstit\n han sido pennancntes. habi én­
dose dest;Jcado una y otra ve1. su inefi cacia. Como tuve 
tlcasHín de h:1ccr notar a poco de promulgarse el ET y la 

LBE. las oficin:1s de empleo no pasaban de desempeñar 
.. func iones dcscarnauamcnte burocrúticas . comportúndo­

sc como s imples lugares J e concentración de demandas y 
oCenas de empleos. meros notar ios de encuentros contrac­

lualcs , la mayoría de e llos celebrados a l margen de los 

circuitos Pficialcs y respecto de los cual es las o ficina s se 
limitan a convalidarlos con fines estadísticos"·'. Di c1. años 
d L:s pu~s de formuL1r Jnicio tan se vero. este diagnóstico 
ve nía reconocido sin paliativos desde las propias instan­
cias oficiales ... !lasta ahora - razonaba una publicación 
editada por el mini sterio de trabajo- ha prevalecido la idea 

del servicio público de empleo como s imple controlador 

del mercado de trabajo y no la de agente eficiente de cali­

ficaciún. ori cntac i<in , formac iún. selección y colocación 
de los dese mpleados. Por es ta raz6n, la re lación del IN E M 

con los ciudadanos ha sido fundamentalmente burocr(\tica 

b:1sada 1n :rs en el cumplimiento de obligaciones y tdmites 
que en la s exigencias de ri vadas de la prestación de l servi­
cio mi smo .. '" . Y es es te mi smo diagnóstico el que, de se­
guro. ha llevado al RDL a cancelar la obligatoriedad de la 
mediac iún púb li ca en la colocación. O por decirlo en los 
término de su exposición de moti vos , a eliminar "inútiles 

cargas burocrúticas que en nada mejoran su intermeclia­

ci c\ n [la de los SPEJ en el mercado de trabajo". 

S.2 Los principios de 
organización de la actividad de colocación 
A. La actuación de los servicios 
públicos de empleo en la contratacián 
a. Su carácter facultativo como regla general 
1 O. Se acaba de señalar que el ROL ha puesto punto 

final al princ ipio que durante más de cincuenta años ha 
venido gobernando la mediación pública en la contrata­

ción laboral; esto cs. ha abolido el monopolio público de 

colocación en su ve rtiente funcional , transformando la 
naturalc1.a de di cha mediación que .. de ser obligatoria, ha 

pasado a ser meramente facult a ti va. En verdad , ni el ROL, 

primero. ni la LFO, más tarde. han procedido a enunciar 
de manera expresa y directa el carácter facult ativo de la 
intervención de los SPE en el mercado de trabajo. La con­
sag rac ión de este principio se ha llevado a cabo, no obs­

tante, ele modo indirec to a través de un doble procedimien­
to: de un lado, derogando los preceptos de l ET (versión 

La inta!llediaci!Ín lahoml 

1980) y de la LBE que establecían la obligación de los 
empresarios de solic itar a las oficinas de empleo los traba­
jadores que precisen (artículo 16.1 y 42.1, respecti vamen­

te) ; de otro , suprimiendo del catá logo de infracc iones en 
materia de empleo la contratación directa de los trabaja­
dores sin haber tramitado previ amente la solicitud a di ­
chas o fi c inas (artículo 27.1 ley 8/1 SlX8. de 7 de abril. so­

bre infracciones y sanciones del orden social <LISOS> )'7 . 

A la plena libe rtad empresari al corresponde ahora, por tan­
to . dec idir s i la contratación de los trabajadores que nece­
sita para atender a los requerimientos producti vos se efec­

túa a tr·avés de los SPE o por o tros conductos, que -como 
se tendrá ocasión de indicar más adelante- tampoco que­
dan circunscritos a la contratación directa. 

Suprimida la obligación e mpresari a l de utili1ar 

obligadamcnte la mediación de los SPE en el momento de 
la contratació n labo ral , ni el ROL ni la LFO han elimina­

do el deber de los trabajadores de in scribirse en las ofici ­
nas de empleo "cuando hayan de solicitar ocupación .. (ar­
tículo 42.2 LBE). Enjuici ada desde la perspecti va de la 
organi1.ación funcional de la actividad de colocación, la 
dec isión del legislador nacional de mantener con cadctc r 
obligatorio la inscripción de los trabajadores que preten­
dan ser parte de un contrato de trabajo en los regi stros de 

las oficinas de empleo merece un comentario adi cional. 
11 . En el régimen anterior, la imposición a los traba ja­

dores del debe r de inscribirse en los S PE no otra finalidad 

cumplía que la de asegurar técni camente . desde el lado de 

la demanda de e mpleo , la consecución por otra parte de l 
INEM de su función de med iador en el mercado de traba­
JO en régimen de mono polio. Desde el momento, sin em­
bargo . que la nueva legislaci ón ha abolido este mono po­
li o, e l objetivo bás ico asignado a aquel deber decae , 
suscitándose entonces el inte rrogante de di scernir cu áles 

son los fines a los que esta obligación sirve, su razonabili ­

dad y su e ficacia práctica. 
Antes de dar respues ta a las cuestiones apunt adas , 

conviene recorda r que el deber de inscripción de los tra­
bajadores en las listas del INEM no est <Í condicionado a 

un estado de desempleo, voluntario o involuntario , de 
suerte que los sujetos obligados a su cumplimiento son 
los trabajadores qu e " hayan de solicitar ocupac ión" , fór­
mula omnicomprensiva que engloba a quienes: 1) se en­

cuentran en situación de desempleo económico, cualquie­
ra que sea la causa: pérdida del empleo, abandono de l 

último empleo, deseo de ingresar en el mercado de traba­

jo tras un período de au sencia o búst¡ ueda del primer 
empl eo; 2) aspiran a un cambio de empleo y 3) preten­
dan, fin a lmente, un segundo empleo. Cie rto es que la 

inmensa mayoría de quienes acuden al servicio público 

de colocación arrastran una situación de desempleo. Y 

25 Cf. Valdés Dai·Ré. F. ·servicios publicas de empleo y contralación laborar· en ·co­
mentarios a las leyes labora les. Eslalulo de los trabajadores' . dirigido por E. Borra· 
jo. l. !V, Madrid (Edersa) 1983, pág. 266·267. 

26 Cl. "La refonna de la política de empleo y de los servicios pUblicas de empleo en 
España' Madrid (Ed. MTSS) 1991. pág. 36. 

27 Cl. aparlados 1 y 2 de la disposición derogatoria Unica LFO 
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no es me nos cierto que la leg is la­

c ión de seguridad social condicio­
na los derechos a la percepción y 
conservac ión de las prestaciones 

desempleo a una serie de requisi-

tos cuya in strumentación se efec­
túa en los SPE. Ahora bien , e l primer fen6meno obedece 
a la lógica de la propia función de colocaci6n. A su vez, 

entre la reccpci6n por los SPE de las demandas de em­

pl eo (i nsc ripci6n de los trabajadores) y e l deber de los 
desempleados de regi strarse en las ofic in as de l l NEM a 
los ef'cc tos de las pres tac io nes por dese mpleo no hay co­
nex iún te leo lúgica o causal a lguna. Ni e l nú cleo de los 
ckmandantes de e mpl eo coi ncide con e l de los pe rcepto­
res de prestaciones por dese mpleo n i los fines persegui­
dos por ambas obligac iones son asimi lables. En un caso . 

se trata de aproximar demand a y o ferta de empleo (fun­
c ión de intcrmcdiación); en e l otro, se pretende llevar a 
cabo un control admini strativo. evi tando o contribuyen­
do a evitar las situaciones de fraude. 

Desde los anteriores desarro ll os. es evi dente que e l 
mantenimiento de la vigencia de l artículo 42.2 LBE no 
puede justificarse desde la óp tica ele la protecc ión por des­
e mpleo , pues como 
ya se ha hecho no ta r 

e l ám bito su bjeti vo 

del deber enunciado 
en ese precepto com­
prende a todos los 
trabajadores en bús­

queda de empleo. al 
margen y con i nde­
pendencia de las si­

tuac iones jurídicas ele 
las que puedan ser ti-
tul ares en el sistema 

de seguri dad social. 
Distinta es, por tan-
to , la finalidad perseguida por e l tan c itado deber y que no 
es otra que la de permitir al IN EM e l más adecuado cono­
cimiento de la estructura de la demanda de empleo con 
vistas a poder ejercer las fun ciones que el ordenamiento le 
encomienda en el terreno ele las políticas activas de colo­
cacicí n2'. Se trata , no obstante e ll o, de una obligación para 

cuyo cumplimi ento los SPE carecen de todo aparato coer­

c iti vo. O por e nunc iar la idea con mayor ri gor, di sponen 
de dic ho aparato e n la medida en que e l demandante de 
empleo sea simultáneamente perceptor de las prestaciones 
co ntributivas o asistenciales por desem pleo. Formalmente 

dotado de autonomía y sus tan ti vidad propias, el deber 
enunciado en el artículo 42.2 LBE. a l haber sido suprimi­

da la obligación corrclati va que pesaba sobre los oferentes 
de empl eo, se encuentra privado materialmente de aque­
ll os at ributos; termina siendo un deber que se confunde 

con e l que se impone a los perceptores de aquellas presta­

c iones de inscribirse e n las o fi c inas de cmpleo29
. 

b) Su carácter obligatorio como excepción 
12. Los primeros comentaristas de l RDL hic ieron no­

tar que la abolición del monopoli o público de la coloca­
ción en su vertiente func iona l, al margen de no compo r­

tar, co mo no podía ser de otro modo habida cuenta los 
compromisos contraídos por e l Estado al ratificar el con­
venio 88 de la OIT, la supresión de los SPE, cuya actua­
ci6n prestacional pasaba a ser potestativa para los traba­

jadores y empresarios que desearan aco gerse a las 
funciones de intermediación pública en e l mercado ele 

trabajo , o bra que ll evaran aparejadas la obl iga toricdad 
de acudir a los c itados se rvicios a los efectos de celebrar 
contratos e n el marco de programas de fomento de em­
pleo 10 . En el modelo de co locac ión diseñado por el RDL, 

e l carácter facultativo de la intervención mediadora de 

los SPE queda configurado , por tanto . co mo una regla o 
principio general susceptibl e de ser de rogado en aras del 

interés público. La idea se encontraba implíci tamente ex­
pues ta en la exposici6n de moti vos de es<1norma, al con­

fesar que uno de sus objetivos e ra " mejorar los serv ici os 
públicos de e mpleo" a fin de ' 'o ri e ntar su ac ti vidad hacia 
los colec ti vos que rea lmellle necesi ten su inte rvenci ón 
pa ra garan ti ~:a r la igualdad de oportunidades en el dere~ 
cho de acceso a l trabaj o'' (punt o 2.a). 

DeS<liTOI!ando estos cr it e ri os. la LFO establece los 
su pu es tos e n los que la co ntrat aci6n ha de efec tuarse 

ob li gada mentc con el concursu de los SPE y que no 
son otros que los relacionad os con los programas anua­
les de fo mento del empleo. Confnrme a lo que dispuso 
la disposició n adicional 6" de la c ili1da ley para el afío 
1 ()94 - y más tarde reiteró e l artícu lo 44 de la ley 42/ 
19()4 de l 30 de d icie mb re de med idas fi scales. admi­
ni s tra ti vJs y de orden soc ial. con v ige nc ia para e l a fí o 

I<J9'i- . los empresa~ 
ri os qu e deseen ce ~ 

lcbrar cont ratos 

temporales con tra­
bajadores mayores 
de cuarenta y ci neo 

aíios . minusválidos 
o percep tores de las 
prestaciones por 
desem pleo que l le ­
ve n in sc ritos como 
para do s al me nos 
un afío habrá n de 
recurrir "a 1 a corres­

pund icnte oficina 
de e mpl eo ''. Esta previsitín p lant ea a lgunos problemas 
en los que vale la pena detenerse . 

Por lo pronto, la obligación de los empresarios de re­
currir a la previa mediación pública en los supuestos le­
ga lmente establecidos no tol era excepc ión alguna. ya que 

cons titu ye un requis ito cuya observa nc ia condic iona la 
va lidez jurídica tanto de la natura leza tempora l del contra­
to co mo del derecho a la obtención, en los casos que pro~ 
ceda, de los beneficios de reducc ión de cuotas e mpresa­

riales a l seguro socia l por contingencias co munes. El 
canícter obligatorio de la mediac ión pública regirá, por 
consiguiente: l ) aun cuando no exis ta oficina de empleo 
en la loca lidad donde radique e l centro de trabajo o el do­
mic ili o soc ial del empresario que desee acogerse al pro­

grama que pretendan concert ar una re lac ión laboral no 
común o especiaP ' . En segundo lugar, las norm as no ex­

pl icitan e l lugar en que lo s empresarios han de hacer pasar 
sus ofert as de empleo , lim itándose a señalar que lo harán 
"en la correspondie nte o fi cina de e mpleo' ' . En ausenc ia 

ele previs ión, correspo nde a la di screcionalidad de los so­
licitantes ele empleo elegir la o fi ci na de colocació n que 

deba tramitar sus demandas de mano de obra la cual puc~ 

28 VKI . art icu lo 38 LBE. 
29 Vid. articu lo 7.1 ley 31/1984, de 2 de agoslo, de protección por desempleo 
30 Cf. Casas Baamonde, M.-C.- Palomeque López. M.-C. •<la ruptura del monopoliO 

público de colocaciÓn: colocación y fomento del empleo " RT 1994, núm. 5-6, pág 
26. 

31 Vid. articulo 42.5 LBE. 
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de radi car en la localidad en la que haya de eje­
cutarse la futura prestación laboral o en locali­
dad di stinta. Finalmente, el ofrecimiento de e m­
pleo pod ní efectuarse a través de dos fórmulas: 
la no minativa y la genérica. La primera contiene 
el nombre del trabajador inscrito e n las listas y 
regist ros de colocació n con el que se desea con­
tratar: la genérica sülo contiene indicación del 
perfil profesiona l de l puesto de trabajo que se 
tiene intención de cubrir, correspondiendo a las 
oficinas de empleo la no minación , entre los tra­
bajadores inscritos, de los que pueden acceder a 
los e mpleos ofertados ~! . 

B. Los deberes de registro y 
comunicación de las contrataciones 
13. Para completar el examen del nuevo ré-

gimen jurídico re lati vo al ingreso al trabajo , es 
preciso anali 1.ar todavía una serie de obligacio-
nes cuyo cumplimiento corresponde al empresario y que 
resultan aj enas a la acti vidad de colocación propiamente 
dicha. Tales obligaciones, formuladas con carácter alter­
nativo, son el registro en las o fi cinas de empl eo de los 
con tratos que deban celebrarse por escrito o la comuni ca­
ción de las contratac iones cl"ectuadas , "aunque no exi sta 
ob li gación legal de formali zarl as por escrito" (artículo 1.1 
LFO y 16.1 ET, vers ión 1995). 

El hoy de rogado artículo 16.3 ET preveía que "el con­
trato ele trabaj o se registrará por la oficina de empleo que 
corres ponda". Pese a la cqui voc idad de sus términos , que 
sugería la errada idea de que todo contrato había de re­
gistrarse en los SPE. la obligaci ón de regi strar los con­
tratos e n las oficinas de colocación no alc anzaba a los 
contrato s ve rnal es o, lo que es igual, tan só lo afectaba en 
el régimen anterior a los contratos por escrito. No obs­
tante el lo, esta inici al relación de correspondenci a entre 
regis tro de los contratos y documentación escrita de los 
mi smos fue matizada por e l también hoy derogado artí­
culo 42.1 LB E. conforme a l cu al la o bli gac ión de regis­
trar los contratos no procedía de su form a escrita si no 
de l manda to de una disposición que la estableciera espe­
cíficamente para aque ll os contratos que debieran docu­
mentarse por escrito. 

Superando la falta de ri gor del artículo 16.3 ET y mo­
dificando e l cri terio final establecido por el artículo 42 .1 
LBE, el deber de reg istro de los contratos enunciado por 
el artícul o 1.1 LFO y ya recogido por el texto refundido 
del ET alcanza tan sólo a aquellos contratos que deban ser 
formalizados por escrito por mandato leg al 1 ~ . Es la ley, y 
no la negociac ión co lectiva ll la voluntad ele las partes (ar­
tícu lo X.3 ET), ' 'e l o rigen o fue nte de la ex igencia regis­
tra!"". Para todos los demás cont ratos para los que no rija 
la obligación legal de docume ntarlos por escrito, e l deber 
que se impone a los e mpresarios es el de su mera comuni­
cación a las oficinas de e mpleo. 

Registro y co muni cación cumplen una misma fun­
ción , que no es si no la de sumini strar información y co­
nocimiento sobre el mercado de trabaj o. Su omisión no 
tie ne trascendencia en el plano contractu al interprivado, 
es to cs. no afecta a la naturaleza y eficaci a de l contrato 
cel ebrado ni determina su nulidad , aun cuando sí pueda 

32 Sobre el alcance de las ofertas genérica y numérica. vid. más ampliamente, Valdés 
Dai·Ré, "Servicios públicos de empleo ... " cit . pág. 231 y ss. No obstante lo señala· 
do en el texto, la LFO impuso la alerta genérica para lOs desempleados, requisito 
éste que lue suprimido por la ley 44/1994. 

33 Vid. anícuto 8.2 ET. También han de celebrarse por escrito tos contratos tempora· 
les acogidos al programa de tomento de empleo (Disp. adic. 6' LFO). ' 

34 Cl. Casas Baamonde - Palomeque López "La ruptura de! monopolio ... " pág. 23. 

La intermediación laboral 

ori ginar responsabilidades para e l empresari o in frac tor 
en vía administrati va3 5 Se trata , no obstante, de una re­
gla general que cede respecto de los contratos "bonifi ca­
dos", en cuyo caso la inobservancia de la ex igencia re­
gi stra! priva al contrato celebrado de esa condición y, 
por lo mismo, impi de al empresario di sfrutar de los be­
ne fi c ios fisca les o de seguridad soc ial establecidos. 

El pl azo para el cumplimiento de ambos deberes es 
también común: diez días a partir de la "concertación' ' del 
contrato . Se trata de días hábiles, cuyo die:¡ a quo coincide 
con e l inicio de la re lac ión la boral , sa lvo q ue s u 
formalización escrita sea an te ri or al comienzo de la prcs­
tactón de servici os, en cuyo caso el plazo correrá a partir 
de la celebración del propi o contrato ' '' . 

6. El fin del monopolio 
público en la actividad de colocación 
6. l. Reconocimiento y crisis 
del sistema monopolista de empleo 
14. En la organi zación de la acti vidad de col ocación en 

España, el principio de exclusi vidad cuenta con un dilatado 
arraigo histórico. Desde que la ley de colocación ohrera 
ordenara la supresión de las agenc ias de colocaciün de pago, 
el desempeño de la función de puesta en contacto de empre­
sarios y trabajadores con vistas a la celebración de futuros 
contratos de trabajo ha sido atribuida al Estado en régimen 
de monopolio, que ha venido ejerciéndol a durante el perío­
do constitucional a través de!INEM, organismo autónomo 
dotado de personalidad jurídica y dependiente del Ministe­
rio de trabajo v seguridad social. 

El si stema de monopolio públi co en el empleo vino 
asegurándose técnicamente a través de la interdi cción de 
las agencias privadas de colocación "de cualquier clase y 
ámbito funcional, que tengan por objeto la contratación 
laboral de todo tipo ' '. Tales eran los términos con los que 
se pronunci aba el artículo 16.2 ET, versión 1980, y que 
reiteraría en su más estricta literalidad el artículo 40.2 LBE. 
Qué había de entenderse por agencia privada de coloca­
ci ón resu ltaba interrogante que, en principio , había de res­
ponde rse con el auxi lio de la normativa internacional , 
señaladamente la contenida en el convenio 96 de la OIT, 
ratificado por España17 . De conformidad con el artícu lo 

35 Vid. artículo 26.1 y 4 de la ley 8/1988. de 7 de abril, sobre infracciones y sanciones 
en el orden social que califican los incumplimientos a los deberes de comunicación 
y registro como ========== 

36 Vid. Casas Baamonde · Paklmeque López, 'La ruptura .. ." en., pág. 14. 
37 El convenio 96. adoptado en 1949, revisa otro anterior. el 34, de 1933. Aquéllue 

ra t~icado por España mediante instrumento de lecha 29 de abril de 1971 (BOE 23· 
5·1972). 
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1" de este convenio, en tra en la 
noción de agencia privada de co­
locac ión cualquier persona, física 
o jurídica, "que sirva de interme­

diario para procurar empleo a un 

trabajador, o un intermediario para 
procurar empleo a un trabajador, o un trabajador a un em­
pleador". Esta definición, sin embargo, tan sólo ofreció 
una primera aproximaci<Ín al contenido de la interdicción 

enunciada en los artículos. 16.2 ET y 40.2 LHE y, por lo 
tanto, al al cance del principio de exclusi vidad de la me­
diaci<Ín pública en las contrataciones laborales. 

Por lo pronto, conviene señalar que los mencionados 

preceptos deJaron fuera del comercio la intermediación 
privada sin ulterior especilkación. Lo que se prohibió , 

declarándose ilícito , no fue la intermediación lucrativa sino 

más exactamente la mediación pura y s imple, sea a título 

oneroso, sea a títul os gratuito, pues e l ordenamiento re­
servaba al Es tado en régimen de monopolio la actividad 
de facilitar la aproximación de sujetos con vistas a la con­

clusión de contratos de trabajo. En segundo lugar, la inter­
dicc ión tenía un carácteromnicomprensivo, abarcando todo 
tipo de agencias, sea cual fuere la clase y ámbito funcional 
de ac tuación y siempre que 
tu viere por objeto la co n-
tratac ión laboral. 

15. Este régimen jurí­
dico, destinado a preservar 
y a asegura¡· e l principio de 

exclusividad del INEM en 

las tare<Js de medi<~ci ón en 
el ámbito laboral. vino ex­
perimentando. sin embargo, 
importantes fugas y desvia­

ciones a través de dos cau­
ces: los gabinetes de selec-
ción y las eiiJfiresas de 

trahajo tellll/Oral (ETf). 
a) Los artícu los. 16.2 ET (versión 1980) y 40.2 LBE. 

tras dejar fuera del comerci o a las empresas privadas de 
colocación, dispusieron que "las agencias o em presas de­

dicadas a la selección de trabajadores deberán hacer cons­
tar en sus anuncios e l número de demanda en la oficina de 
empleo y la identificación de és ta". Como tuve ocasión de 

hacer notar e n otro lugar. e l primer aspecto que llama la 
~ttcncitín de estos pasajes fu e e l procedimiento , ciertamen­
te ex travagante, de l que se sirvi ó el legislador para legali­

J.ar unas in stituciones que hasta entonces carecían de c la­

ro acomodo normativo. Los gabinetes de selección rucron 
reconocidos en nuestro ordenamiento JUrídico a través de 
un enunciado puramente adjeti vo, en lugar de medi ante 

una fonnul aci ón sustantiva y directa1
' . Pero el principal 

problema que de inmediato se suscitó fue el de discernir si 
semejante reconocimiento constituía o no una relajación 
de la regla prohibitiva de la existencia de agencias priva­

das de colocación o. por mejor deci rlo , del monopolio 
público en la inte rmcd iaci ón en el mercado de trabajo, 

establecida con designio de generalidad absoluta. Una res­
puesta negativa fue defendida por un destacado sector de 
la doctrina científica, argumentando que tales empresas, 
al limitar su actividad a una información relativa a las ap­

titudes y características de los candidatos que se hayan 

38 eL Valdés Dai·Ré, 'Seruicios públicos de empleo ... " cil. pág. 263 . 
39 Vid. Martín Valverde, A.· Rodríguez Sañudo, F. · Garcia Murcia, J. 'Derecho del 

lrabajo"' Madrid (Tecnos) 1991. pág. 150 
40 Me permrto remijir a mi estudio "Las empresas de trabafo temporal: notas de un 

debate no tan ajeno para un próximo debate propio" AL 1993, núm. 7, pág. 1 y ss. 

presentado para la cobertura de un puesto de trabajo con­
creto, no eJercen funcion es de reclutamiento o alist~mlicn­
lo de trabajadores"' . Aun s iendo cieno que formalmente 
las empresas dt.: las que nos ocupamos no invaden el terre­

no de la mcdi acitín reservada al SPE. no puede descono­

cerse, situando la rdlex ión en una perspectiva materi al. 

que e l proceso de sel ecc iún no se circunsc ribe siempre a 
la verificación de las aptitudes proksionalcs de los candi­
datos ; antes al contrario , las m~ís de las veces comprende 
la previa recepci ón de ofertas de empl eo y la captación. 
por e ll as mismas, de demandante de empleo. operaciones 
preliminares éstas de carácter informativo que no otra co-.a 

hacen que auxiliar a los trabajadores a encontrar em pleo y 
a los e mpresarios a contratar los trabajadores apropiados a 
sus necesidades. Y a la postre, así es como ddine e l artí­

culo 43. b LB E la funci ón de med iación pública en las con­

tratac iones labo ra les encomendadas al INI-:M. 
b) Es sobradamente conocido el amplio debate que 

desde hace algunas décadas viene planle <í ndose en derre­
dor de las ETf, entendidas en su acepción más tradicional 

como aquellas empresas que dedican su activ idad a la pues­
la a di sposición de otras empresas, a título provi sional y 
tran sitor io, de trabajadores a los que previamente se les ha 

contratado para esa finali ­
dad ha incorporado a su 
plantilla. Sin entrar a dis­

currir sobre los términos de 

es te debate"". baste recor­
dar, a los efectos que aquí 
interesan , que en el orde­
namiento español las En· 
quedaron proscritas, cir­
cu nstancia ésta que no im­

pidió el que, baJo una u 
otra apariencia JUrídica e 
incluso allorando a veces 
con su propia denomina­

ción, t~tl es empresas cons-

tituyeran una realidad en auge , habiéndose ben eficiado , 

de un lado, de una situación de tolerancia y permisi vidad 
administrativas y, de otro, de la cada ve1. más difusa rron­

lera legal que marca la línea de separ<~. ción emrc la lícit a 
activid<td en que consi ste el contrato de empresa y la il egal 
cesión de mano de obr~1. Desde luego , 1~1 prohibición de 
las E'IT no trajo causa en la reg la contenida en el artículo 

16.2 ET si no en la establecida en el arlículn 4:1. 1 de ese 
mismo texto legis lativo . No obstante ser e llo exacto, no es 

posible ignorar los importantes puntos de conexiún ent r.: 
la actividad de trabaJO temporal y las agencias privadas de 

colocación. En las experiencia tan lo comparada como na­
cional. la demanda de trabajadores a tra vés de las F::Tr no 
persigue solamente lograr un alto nivel de lkxibilidad en 
la gestión de la mano de obra: e l trabajo "temporero" se 
emplea crecientemente para lograr la descemrali1.aciún de 
algunas de las funciones típicas de la política de persnnal 

en las empresas, tales como la sclecci tÍn, el objeto de la 

actividad empresarial de lrab<üo temporal no es otro que 
el facilitar a la empresa usuaria un traba¡ador dotado de 
ciertos perfiles profesionales, actividad que prec isa una 

previ a información sobre el mercado de trabajo y sobre 
las calificaciones de los demandante de empleo"'. 

Vid. lambién AA. VV. "Las empresas de lrabajo lemporal" Valladolid (Lex·Nova) 
1993. y para un mayor conocimiento de los términos de este largo y amplio debate, 
Rodriguez"Piñero Royo, M. "Cesión de trabajadores y empresas de trabajo tempe­
rar Madrid (MTSS) 1992. 

41 Vid. Roman De La Torre, M. D. "La situación ¡urídico-laboral de las empresas de 
lraba¡o temporal" RL t99t ·11, pág. 435 y ss 
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6.2 lntervencián pública e iniciativa 
privada en la actividad de colocación 
A. Consideraciones generales 
16 .. El ROL, primero, y la LFO, más tarde, han 

puesto formalmente punto final al sistema de media­
ción en el mercado de trabajo en régimen de mono­
polio rese rvado al Estado. La cance lación de este 
monopoli o se ha instrumentado a través de una doble 
serie de previsiones, e nlazadas entre sí. Por la prime­
ra, de tipo negativo, se ha procedido a la derogación 
de la regla prohibiti va de la existencia de agencias 
pri vadas de colocaci ón "de cualquier c lase y ámbito 
funcional' '; esto es, se han derogado los artículos 16.2 

ET y 40.2 LBE. Medi ante la segunda serie de previsiones, 
de carácter positivo. se ha procedido , de un lado, al reco­
nocim iento de las "agencias de colocación sin fines lucra­
tivos" v, de otro , a la legali zación de las ETI~~. Con este 
imporl;mte conjunto de prescripciones , la colocación deja 
de ser una acti vidad CJercitablc exclusivamente por el Es­
tado: un se rvicio prestado a trabajadores y empresarios e n 
réuimen monopolista y se organiza a través de un modelo 
di~tinlo, tan s<Ílo perfilado en sus traws más gruesos y 
rudi ment ~lrios, en e l que pueden concurnr, además del 
Fstado, otros intermediarios, público o privados. 

El fin del monopolio público en la mediación en con­
trataciones laborales ha alterado, desde luego, los tradi­
cionales principios de ordenación org<1 nica de la actividad 
de colocación. Pero ésta sigue siendo "un interés públi­
co", públicamente tutelado bien que con arreglo a crite­
rim diferentes a los hasta e l presente vigentes~' . La actua­
ción de entidades de intermcdiación en el mercado de 
trabajo no es libre; antes al contrario, ha quedado sujeta a 
un~l concreta modalidad de intervencionismo público, cual 
es la técnica autorizatoria. 

La implantación de un sistema de colocación de natu­
raleza concurrencial , en el que SPE comparte la funci ón 
mediadora con agencias de colocaci6n sin fines lucrati­
vos. no susc ita problemas de legalidau constitucional. En 
ningún pasaje de la CE se confi gura la colocaci(ln como 
acti vidad reservada al Estado, no siendo dudoso que el 
mandato a los poderes públicos de realizar un a política 
orientada al pl eno empleo (artícu lo 40.1 CE) es compati­
ble con una pluralidad de modelos de intermcdiación en el 
mercado de trabajo, entre e llos tanto el anteri or derogado 
como el nuevo inst ituido. Por otra parte, tampoco la legis­
lación de reciente aprobación violenta los compromi sos 
adqu iridos por e l Estado al ratificar los convenios de la 
OIT 88 y 96. Este primero obliga a los Estados, como ya 
se ha señalado. "a mantener o garantizar el mante nimiento 
de un servicio público y gratuito de empleo" (artículo 1.1 ). 
Este otro, de su lado, no ordena la supresión de lo que 
denomina "agencias retribuidas de colocación" , en su do­
ble modalidad de con fines lucrat ivos y sin fines lucrativo; 
lo que hace es permitir a los Estados que opten ente la 
rc<>lamentación de las restantes o la reglamentaci ón de to­
da: ellas, "comprendidas las agencias de colocación con 
fines lucrativos" (artículo 2.1 ). Al ratificar este convenio, 
España optó por la primera alternativa, manifestando que 
aceptaba las disposiciones de la parte 11. 

B. La prohibición y sus fugas de las 
agencias de colocacián con fines lucrativos 
17. Adaptándose a lo es tabl ec ido en es tas normas in­

ternacionales , el artículo 1.2 LFO formul ó, en términos 
que ahora reproduce e l artículo 16.2 ET, versión 1995, 
un doble enunciado normativo: prohibitivo el uno y 
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autori za torio el otro. Centrando por el momento la aten­
ción en ese primero , los citados pasajes lega les prohiben 
" la existencia de agencias de colocación con fines lucra­
ti vos" , proscripción ésta que ha entenderse absoluta: cual­
quiera que sea el ámbito funcional de actuación. Pero 
como antes ocurriera con la prohibición enunciada en el 
art ículo 16.2 ET, versión 1980, también en la es tabl ecida 
e n el primer inci so del artículo 1.2 LFO , y con más vigor 
que antes, operan idénticas desviaciones o fugas repre­
sentadas por los gabinetes de selección y las ETI, ahora 
ya legalizadas . 

La aproximac ió n funcion al de los gabi netes de selec­
ción al área de las instituciones que facilitan la aproxima­
ción entre oferentes y demandantes de empleo está rec la­
mando del poder público una atención mayor de la hasta 
el presente prestada. Despachar la regulación de los men­
c ionados gabinetes del modo como se está efectuando es, 
por decir lo menos, un a ligereza. La creación de un regis­
tro de empresas dedicadas a la selección y el control de su 
ac tuación vienen constituyendo elementales medidas de 
ordenación, ex ig ibles desde los principios que informan 
la actividad de colocación. 

C. El reconocimiento de las agencias de 
colocación sin fines lucrativos 
18. El segundo enunciado comprendido en el artículo 

1.2 LFO (actualmente, artículo 16.2 ET, ve rsi ón 1995), es 
el que remueve, al menos parcialmente , el monopolio pú­
blico de la colocación. "El servicio público de em pl eo -re­
zaba aquel precepto y reza este otro- podrá autorizar [ ... ] 
la existenci a de agenci as de colocación sin fines lucrati ­
vos [ ... ]". Dotado el reconocimiento legal de este tipo de 
a!!encias de una notable imprecisión e insu ficiencia'' , alu­
diré seguidamente a los aspectos más sobresalientes del 
régimen de la participación de otras entidades distilllas al 
SPE en la ac tividad de colocación. 

Qué deba entenderse por agencia de colocación sin 
fines lucrativos, es interrogante que aun cuando ni el ET 
ni su reglamento resuelven puede quedar razonablemente 
despejado con el auxilio que brindan las normas interna­
cionales. En tal sentido, el artículo 1.2 del convenio 96 de 
la OIT entiende por tallos servicios de colocación "de las 
sociedades, instituciones, agencias u otras organizaciones 
que, sin buscar un beneficio material, perciban del emple­
ador o del trabaj ador, por dichos servicios, un derecho de 
entrada , un a cotización o una remuneración cualquiera". 
Este precepto ofrece algunas pistas importante para la in­
teligencia del nuevo régimen de colocación. 

42 Vid. Pérez·Esp1noza Sánchez. t. "Las empresas de trabajo temporal : a medio ca· 
mino entre ta apertura de los sistemas de colocación y la flexibi!ización de la utiliza­
ción de la mano de obra" en 'La reforma del mercado de trabajo". dirigida por F. 
Valdés, cit. pág. 99 y ss. 

43 Cl. Casas Baamonde. Palomeque López "La ruptura monopolio ... • cit., pág. 11 . 
44 Las previsiones legales han sido objeto de desarrollo reglamentario por el RD 735/ 

1995, de 5-5, por el que se regulan las agendas privadas de cok>cac1on s1n hnes 
lucrativos y los servicios integrados para el empleo. 
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Lo primero que conviene se­
ñalar es que la línea que traza la 
divi soria entre las agencias de co­
locación prohibidas y permitidas 
bajo reserva de aut orización ad-
ministrati va no es el carácter re­

tribuido de las primeras y el gratuito de las segundas. 
Unas y otras son, en la te rminología del convenio 96 y 
que es dable extender sin violencia interpretativa al guna 
al ordenamiento español, agencias retribuidas. La dife­
rencia entre una y otra reside en la fin alidad perseguida 
con la ac tividad de colocación. Si el ejercicio de la ínter­
medi ación en el mercado de trabajo busca un rendimi en­
to económi co, un "benefi cio material " , nos encontramos 
en el área de la prohibic ión; en caso contrario , estamos 
en e l área de la permisión. 

En segundo lugar, las agencias retribuidas de coloca­
ción sin fines lucrativos pueden tener una naturaleza tanto 
privada como pública. Ni el artículo 1.2 del convenio 96 
de la OIT ni el artículo 16.2 ET formul an limitaciones ba­
sadas en la personalidad jurídico-pri vada o jurídico-pública 
de la agenci a. Todavía más, aquel primer precepto admite 

expresamente unas y otras, utilizando un enunciado re­
sueltamente abierto: "sociedades, instituciones, agenci as 
u otras organizaciones". Las posibilidades legalmente 
abiertas son, por consiguiente, múltiples. Así lo ha enten­
dido con toda corrección, por lo demás , la norma de desa­
rroll o reglamentario, que permite adquirir la condición de 
agenci as privadas de colocación sin fin es lucrativos "ato­
das las personas físi cas o jurídicas, cualquiera que sea su 
naturaleza" (artículo 1 °). 

La acti vidad de es tas agencias es la colocación ("ser­
vi cios de colocación", reza el conveni o 96 OIT), fun ción 
ésta que comprende el conjunto de acciones enderezadas 
a procurar un empleo a los trabajadores as í como a facili­
tar a los empresarios la mano de obra necesaria para el 
normal desarrollo de sus acti vidades productivas45 . Den­
tro de es tas funciones, habrán de entenderse comprendi­
das , norm almente, funciones informativas , de prospección 
del mercado de trabaj o, de captación de ofertas y deman­
das de empleo, de selección y ajuste de unas y otras y, 
eventualmente, formativas . 

19. Dos son las condiciones básicas que el artículo 6° 
del convenio 96 OIT establece para la actuación de las 
agencias de colocación sin fines lucrativos . De un lado, 
deberán poseer "una autorización de la autoridad compe­
tente" , debiendo estar sujetas "a la vig ilancia de dicha au­
toridad" (apartado a); de otro, "no podrán percibir una re-

tribución superior a la tarifa que haya sido sometida a la 
autoridad competente y aprobada por la mi sma o que haya 
sido fij ada por dicha autoridad, habida cuenta es trictamente 
de los gastos ocasionados" (apartado b). La nueva legis la­
ción española sobre la mate ri a recoge ambos requi sitos. 

a) Por lo pronto, el reconocimiento y actu ación de la 
agenci a de colocación sin fin lucrativo adviene en régi­
men de autori zación admini strativa. En concre to, el artí­
culo 16.2 ET, versión 1995 , atribu ye al servicio públ ico 
de empleo conceder la autori zación, "en las condiciones 
que se determinen en el correspondi ente conveni o de co­
laboración y previo informe del consejo ge neral del 
INEM". De su lado, el RO 735/1995 ha procc,lido a desa­
rrollar el régimen autori zato ri o, cuyos aspectos más si gni ­
ficati vos son los sigui entes: a) la autorización tiene carác­
ter di screc ional, bi e n qu e ex isten c iertos e le mentos 
regl ados; b) el convenio de colaboraci ón que ha de cele­
brar entre la agencia de colocación y el servicio público de 
empl eo es requisito o bli gado del procedimiento 
autori zatorio. De las dos posibles maneras de vincular la 
autori zación y el conveni o de colaboración (o bi en el con­
venio se eri ge en acto previo y vincul ante del procedí-

miento administrativo, o bien concluye el procedimiento 
iniciado mediante la solici tud de autori zaci ón), el regl a­
mento ha optado por ésta últi ma. e ) en todo caso. es al 
convenio de colaboración, que puede celebrarse tanto con 
otra admini stración como con entidades pri vadas, al que 
corresponde definir las condi ciones del ejercicio de la ac­
tividad autorizada: derechos y deberes de la agencia de 
colocación, en relación tanto con el SPE co mo con los 
usuarios, durante y régimen de ex tinción de la propia au­
torización y d) la autori zación inici al se concede por un 
año, a part ir de la firm a del con venio de colaboración, pu­
diendo ser prorrogada por un año. Al término del segundo 
año, la autori zación puede convertirse en inde finida. En 
definiti va, la autorización adm ini strativa desarro ll a un tri ­
ple contenido y func i ón<~•: fundacional , pues tiene carác­
ter constitut ivo ya que de e ll a deri va la ex istencia de la 
agencia de colocación; de funcionamiento, ya que define 
el ámbito y las condiciones en las que se ejerce la activi ­
dad de colocación en el marco del convenio de colabora­
ción y de control , pues la autori zación, en si mis ma, es 
una técnica de control preventi vo que reserva al SPE po­
deres de intervención y revocación. 

45 Vid. art iculas. 38.a LBE y 6.a y 11 de los convenios 88 y 99 de la OIT. respectiva­
mente. También articulo 1' del RO 735/1995, de 5-5. 

46 Nuevamente, Casas Baamonde- Palomeque López. "La ruptura .. : cit. pág. 21. 
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b) Además de sujetar el reconocimiento y la actua­
ción dl: las agencias de colocación sin fines lucrativos a 
régimen de autorización administrativa, el artículo 16.2 
ET también incluye en su articulado el requisito, ya cita­
do, al que se refiere el artículo 6.b del convenio 96 de la 
O!T. Con arreglo a lo dispuesto en ese precepto, condi­
ción para el otorgamiento de la autorización administra­
tiva es que la entidad que pretenda mediar en el mercado 
de trabajo, aproximando ofertas y demandas de empleo 
con vistas a la conclusión de contratos de trabajo, no re­
ciba otra remuneración de sus usuarios que la derivada 
'·de los gastos ocasionados por los servicios prestados". 
Cuál sea el contenido de estos gastos, es interrogante que 
ni la ley ni su reglamento de desarrollo despejan. En todo 
caso. e integrando esta laguna legal con las previsiones 
contenidas en las normas internacionales. dos son las 
posibilidades que se abren: o bien la norma de desarrollo 
reglamentario fija un sistema de tarifas máximas a perci­
bir. variable en función de las características del encuen­
tro contractual rropiciado. pero uniforme para todas las 
agencias de colocación cuyo reconocimiento y actividad 
se autorice o bien los criterios de remuneración quedan 
determinados en cada uno de los convenios de colabora­
ción celebrados por el SPE. El examen de este precepto, 
me parece. no puede llevarse más lejos. 

20. Una de las más notables omisiones de la regula­
ción ck las agencias de colocación sin fines lucrativos con­
tenida en .:1 RDL fue la relativa a los derecho de los de­
mandante de empleo a la igualdad de oportunidades y no 
discriminación en el acceso al empleo y la intimidad y 
confidencialidad de sus datos"'. Al menos parcialmente, 
esta carencia fue enderezada por el artículo 16.2 ET. im­
pone a las referidas agencias un deber de garantizar. "en el 
ámbito de su actuación. el principio de igualdad en el ac­
ceso al empleo. no pudiendo establecer discriminación 
alguna basada en motivos de raza. sexo. edad civil. reli­
gión. opinión política. afiliación sindical. origen. condi­
ción social y lengua dentro del Estado". 

La configuración del principio de no discriminación 
como límite a la actuación de las agencias de colocación 

47 Cf Casas Baamonde · Palomeque López. "La ruptura ... " cit. pág. 18. 

tiene sólidos apoyos normativos. En primer lugar, dicho 
principio viene consagrado en el artículo 14 de la Consti­
tución española (CE) de l 978, que por su ubicación siste­
mática y su estructura interna desarrolla una eficacia ge­
neral. En segundo lugar, el artículo 38.2 LBE establece 
como principio básico de la política de colocación la igual­
dad de oportunidades y trato en el acceso al empleo. Tam­
poco pueden pasarse por alto, finalmente, las importantes 
previsiones enunciadas en el convenio 111 de la OJT. 

No ha lugar ahora entrar en el examen de la compleja 
problemática que suscita la aplicación de los citados prin­
cipios en la actividad de colocación. A los efectos que 
aquí importan. baste con efectuar algunas observaciones 
de carácter general. Por lo pronto. la igualdad de oportu­
nidades en el acceso al empleo y la prohibición de toda 
conducta discriminatoria no operan de modo absoluto 
sino. claro es, "en el ámbito de actuación" de la agencia 
de colocación, el cual puede ser delimitado con arreglo a 
los criterios funcionales, profesionales o territoriales que 
consten en el respectivo convenio de colaboración. La 
norma no proscribe el que la actividad mediadora presta­
da por la agencia pueda orientarse, del lado de la deman­
da o de la oferta de empleo. a ciertos colectivos de traba­
jadores definidos conforme a pautas objetivas; lo que veda 
es que. dentro de esos colectivos, pueden introducirse 
diferenciaciones en función de unas causas específicas 
que son, por sí mismas, arbitrarias. De otro lado, igual­
dad de oportunidades en el acceso al empleo y prohibi­
ción de no discriminación son principios que informan 
las relaciones entre la agencia y los solicitantes de em­
pleo; afectan a la prestación del servicio de colocación. 
Finalmente, el establecimiento por parte de la agencia de 
condiciones constitutivas de discriminación mediante la 
''publicidad. difusión o por cualquier otro medio" -fór­
mula ésta omnicomprensiva en la que queda comprendi­
do cualquier comportamiento discriminatorio ejercido por 
la agencia en alguna de las operaciones que integran la 
propia actividad de colocación (información, captación 
de demandas, selección de candidatos o formación, por 
citar las más significativas)- se califican como infraccio­
nes muy graves (artículo 28.2 LISOS). ID&SI 


